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COMPETENCIA ENTRE LOS JUE_CES DE MEXICO 
y DE TEZIUTLAN 

YTLATLAUQUI (ESTADO DE PUEBLA) PARA CONOCER DEL JUICIO­
DE LA TESTAMENTARIA UE DON RAFAEL ORTEGA. 

. l l de dos Estados cuyos jueces se dis--
Cuandq nq hf!Y _conjl~doé en r f í,;n segtiirse para dirimir la competen-

t"/i.:;1: :::r::;:~1:dfb~uap;fff,, a;l Íerecllo internacional privado? 

· · · . . • .6 ,-1, t cia al juez de Tezite-
El j uez 59 de lo civil de esta capital ima conif'//Jre pesos instaui-b ante 

tlán y Tlatlauqui, PC!1°j~'!_º'J,r de 1z 1:::;feª d~ este negocio en la I ": Sala, 
!i ~- c;:fa~~-Ju:':ft~11 :Jf~ib!. en las siguientes consideraciones: 

. 1 t i ue sio-o de que en el con-
Como se ha. pretendido exagerar a eo! a iidicción debe apelarse al 

flicto de ~eyes lo~alesl so?re del punt°r!s~1t: la comp~tencia entre jue­
derecho mternac1ona pr1v~ o, para har esta ocasión que creo opor­
ces de diversos Estados, _qu1e~o. aprovei e los límites e~ que esa teoría 
tuna pora consio-nar mis op1mones so r b d 

, " fi d degenere en a sur a. 
debe encerrarse, á n ehqu~ no . onal privado no puede invocarse-

En mi sentir, el derec o mternac1 . s·no en d caso de que l<LS le­
para¡decidir aquella clase de compete:c1a!n i conflicto· pero cuando esto 
yes de los diversos Estados se presen e~o en sancion~r la misma dispo­
no es asi, sino que ellas están d~ acuer nces á estas le\les y no al dere­
sición sobre el punto controvertido, entol lución dé tales competen· 
cho internacional se debe {ecur~ir f~~:~!!~al de aquella teoría, cual 
cias. Falta en ~stos claso\ ª. rat°~nterior de un Estadn aplicando en. ~1.l 
es la de no ll\St~mar a so e_ran ª 1

•• d 1 as• y esta considerac1on 
territorio leyes ajenas con mf~accio\at1!ª ::~a~n bajo el imperio del 
basta para ver que los casos e que ' no hace ac,ravio alguno á 
derecho internacional. Esta Sa!a, en efec~~mpiten á iujetarse á leyes- · 
los Estados con obligar á sus J,uece~ qu:ontengan disposiciones idénti• 
que aunque no sean comunes a am os, . 
cas 'en ml\teria de fuero compet~nte. etencias a resue,ltas, jueces y 

La Sala ha visto que en _vanas comp to de ·un!dicción con gran co• 
abogados han venido soste~u.endo el lu: ndo de aplicar e~ toda su rigi­
pia de autoridade_s de pubhcis¡as, ~ r~:ritas para naciones del todo in­
dez muchas doctnnas qu~. est n so O 

1 nas breves indicaciones so -
dependientes. C~eo ~am\>1en op.ort~na:a: ::r qué en mi opinión, la coli­
bre este punto, siquiera p_ara mam es de la Re ública no se puede­
sión de leyes entre los d1!erslos E~t!~~s reo-las y t~orias internaciona-
considerar y resolver segun as mis 0 
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les, que se aplican cuando esa colisión tiene lugar entre leyes de paises 
enteramente independientes. 

La razón de esta diferencia que yo establezco, es obvia y fundamen• 
tal. Aunque n-qestra Constitución proclama la soberanía de los Estados 
en su ré~imen interior, y por esto á ninguno de ellos se puede aplícar 
la ley de otro, esa soberania está restringida de manera que de todos 
nuestros Estados no se forma sino una nación independiente, la Repú • 
blica Mexicana. Los habitantes .de un Estado, no son extranjeros res­
pecto de los de otro, sino que «don mexicanos todos los nacidos dentro 
del territQrio de la Repiíblica» (articulo 30 de la Constitución). Y así co­
mo seria un absurdo equiparar la soberanía de Jali!:'co con la de Ingla• 
rra, asi lo es también aplicar á mexi~anos reg·las y teorías escritas para 
extranjeros, reglas sostenidas, muchas,· en defensa de intereses exclusi• 
vos de un país, inspiradas otras por motivo.s de celo, de enemi,stad y aun 
de odios internacionales. Invocar sin exámen y criterio esas reglas, se­
ria no solo relajar el vinculo federal que une a todos los Estados, sino 
sembrar entre ellos los gérmenes de discordia que el derecho interna• 
cional, en su progreso, trata de extinguir aun en las n11,ciones indepen­
dientes. 

Me creo se~uro en esta opinión, cuando la veo so&tenida por autores 
cuya reputacion es in.atacable. Savigny, el ilustre Savigny, enseña que 
aunque las reglas que hayan de aplicarse para resolvet· los conflictos de 
leyes de dh-ersas soberanías sean 11.'S mismas, su aplicación, sin embar• 
go, difiere mucho, según que se trate de distritos ó y,roYincias de un solo 
Estado, ó de diversos Estados independientes. Cita como ejemplo de esos 
países compuestos de diversas soberanías, á los Estados-Unidos y á los 
Países-Bajos, y recomienda las doctrinas de los jurisconsultos holande­
ses Rodenburg, los dos Voet y Huber, como especiales a t>sos casos de 
colisión de leyes de soberanías, que juntas ó confederadas no forman 
más que una Nación. (Traité du droit romain; vol, 8?, pár. 347 y si­
guientes). 

Fiore, en su notabilltisimo tratado de derecho internacional privado, 
profesa la misma opinión: dice esto, literalmente, este autor. ((L'altra 
osservazione che noi stimiamo opportuna,. si e che i conflitti di legisla• 
zioni si possono. verificare anche aU'interno de uno Stato .. .... Ció puó 
succedere quando lo Stató e diviso in di verse sezioni rette da leggi pro­
prie e con giurisdizioni distinte. Questi conflitti anno molta. analogia 
con quelli che si verifi.Cllno tra leggi di Stati diversi; farebbe pero erro­
neo il volere applicare gli steei prinelpii, si agli uni che agli altri casi.» 
(Diritto internazionale privato, núm. 6). 

Fuerte, pues, con estas autoridades, y sin profundizar más esta ma­
teria, porque hoy es inoportuno hacerlo, creo lo dicho bastante á poner 
fuera de duda la verdad de que las reglas internacionales no pueden 
aplicarse en totla fiU severidad y sin discreción á nue.9tros casos de com­
petencia, sino que deben_ ser puestas en concordancia. con la letra y es­
píritu de la Constitución, para no ldstimar, por una parte, la sobera.nia 
de los Estados, y para no convertirlos, por otra, en completamente ex• 
tranjcros los unos á los otros. 

I 

Por el estudio que de est'é negbcio he hecho, y de acuerdo con las­
opiniones qne acabo de manifestar, créo que él no eae bajo el dominio 
dél derecho internacional privado, porque yo juzgo, como los otros se­
ñores Magistrados, que las leyes del Distrito y las, de Puebla, éontiene_n. 
disposiciones idénticas so-t>re el punto de jurisdicción en disputa. Es inu• 
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til repetir las razones que en la. discusión se han expuesto para. afirmar 
ese aserto y aun tocar el punto ampliamente considerado del~ 3:ntino­
mia que presentan los articulos 1951, 1964, 1464 y 2027 del Cod1go de 
procedimientos, soore todo, considerándolos tn relación con los articu­
los 3980, 399'3 y 3994 del Código civil. Me permitiré sol';l-mente añadir al­
gunas breves observaciones tomadas de la concordancia del~ leyes del 
Distrito y de Puebla, para corroborar aun más la competencia del Juez 
de este Estado, para conocer de este negocio. 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . ........... ... \ .................. ~ .. ............. . 
..... ........ ... .... · ............................................... . 
..... .... ....... ... ..................... ............................ 

Por estos motivos que el derecho civil apoya. y por las demás razo• 
- nes expuestas por mis apreciables compañeros en este clebate, voto en 

favor de la competencia del-Juez del Estado de Puebla. 

\ La Primera Sala. de la. Suprema. Oorte pronunció 
la siguiente ejecutoria., 

)léxico Octubre 7 de 1878.-Vistos los autos sobre competencia ini­
ciada por ' el Juez ó. 0 de lo civil de esta capital ai de l.'° instancia de 
Teziutlan y '.l'latlau41.ui, para conocer de la demanda que sobre pago d6 
la cantidad de dos mil doscientos pesos y réditos respectivos, ha promo­
vido ante el primero de aquellos jueces el general Ignacio Belén~ez 
co• tra la testamentaria de Rafael Ortega: Vistos los informes de los JUe• 
ces competidores y el pedimento del C. Fiscal, coc lo demás que fué con-
veniente examinar;· • 

Considerando: 
1. 0 Que cunnclo los jueces contendientes de diversos Estados estén 

sujetos a leyes comunes ó diversas, pero que contienen ~as mismas pres­
cripciones sobre el punto dillputado, no se _puede decir q~e haya e~n­
fücto de.leyes, supuesto que, por el contrano. hay comumdad de prin­
cipios y de reglas, que cada juez tiene q•e respetar porque son las de su 
propia ley: 2. 0 Que en estos casos no es de aplicarse la ley internacional para 
decidir las competencias, porque faltando el conflicto entre las leyes de 
los Estados cuy011 ju.ecee se dispatan la jariedicción, falta la razón cons­
titucional de la aplicación de aquella ley, porque no se viola la sobera­
nía de éstos al resolver una compellencia según las prescripciones de 
-sus propias leyes; porque eo tal hipót.die no se da a la ley de un Eatado 
efecto extraterritorial con perjuicio de la soberanla de otro: 

3. 0 Que las preseripeiones legalee que en el preeense caso deben te­
nerse presentes para reeolveTlo, 1oa iguales y eettn vigentes, tanto en 
el Distrito Federal como en el Bitado d~ebla, y por lo mismo son 
obligatorias para 11mbo1jueeee coorpeticloree: 

4. 0 Que de lo determinado en el Código·civil del Dietli!A> Federal y 
-adoptado en Puebla, se deduce claramente la competencia de un s~lo 
juez para conocer de les juicios sobre sucesiones hereditarias Y sus m­
cid encías como lo persuaden, entre otros, el articulo 3,993, prohibiendo 
á los acr~edores v legatarios exigir el pago de sus créditos y legados 
durante la facción ae inventarios, los cuales no podrian ciertamente 
hacerse si diversos jueces conocierlln del juicio hereditario y sus inci­
dentes, pue1 eso darla ~ugar a todos loe ~n~nvenien~s q~e la ley ha 
q u erido evitar estableciendo que no se divida la contineneta de la cau­
sa: el 3 994 autorizando determinadamente á cierta claae de acreedorea 
_pa. ra d~ma~dai· al albacea, y omitiendo en esa cla.sificación á los acree-
do res hipotecarios: 
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_5. 0 Que el Código de proct1dimientos del Distrito en su articu:o 
1,9ol, reco~oie ?º~º un.ivef8al el juicio lle test&menia~ía y abintestato, 
Y declar~ Juez wuco 1:9mpetent11 pai·a conocer de las demandas contra 
los_ heredero~ ~el d_íf~~to por ruán de lot biene& de éste, al juez ante 
qme~ se ra_di~ el Jwc10 ~ sucesión, 8'D q~ á ue precepto legal con­
trad1g9: Y h~~ el contenido en ~l ut.eulo 1,4M del mismo Código, por 
la cons1d~~llC1on, entre otras de grave peso, de qlfe éste se ocupa de la 
ac~~ulacion de aut~ .Y aquel de fi)~r 14 comp6'encia del juez de la su­
ces1on. Y este principio de que el Juicio de testam81ltada es universal 
es el q1;1e _se sigue en. los lribunales de Puebla A t'alta de un Código d~ 
proced1m1ento~ propio! come el consagrado por la antigua legislación 
española, segun ensena Carav&ntes, fracciones de la 323 á la a31 del 
p_árr!'-fo V, sección yru, titulo l. 0 , capitulo l. 0 • ó sea11 páginas 2i) 1 á 256, 
s1gme!1~º. las doctrmas de_Dall_oz y Savigny, y diciendo que en estacla­
~e de JU1c1os _hay que.acudir al Juez d~I ~omicilio del difunto, dando por 
1 azones, ent~e otras muchas, que cons1st1endo el derecho de sucesión en 
la tr'.'5mi~iórl del_ patrimo11io de un difunto á otras personas. . . . . • «este 
P.'!;.r~momo (págma ~54) puede bailarse en diversidad de lugares, 6 di­
n1,use contra él ac~o.nes r~ales, personales ó mixtas, y serla 8umamen­
te emba.raz?sa y c~i imposible la defensa si se permitiese á cada recla­
mante ~~e mterp~1ese su &e<:ión, se~in las. reglas generales de com­
petencia,n Y ~u.~erando otro& ~llcon-y-ementes, agrega: •esto ocasionaría, 
ad~m~s1 la divLS1ón de. l,a contin~ncia de la causa, lo-que es contrario al 
1>1:nc1p10 d~ acumulac10n de acc!ones y de autos;• y por último, reasu­
m1en_do el citado autor sus doctrmas, dice: uLos inconvenientes que se 
~eguirlan de señalar cada uno de los lugares donde estárrsita.~ las cosas, 
o el del co~trato, et~., p~ra entender del juicio de abintestato ó testa­
mentaria, tienen aphcac1ón á los de quiebra ó de concurso.• Concluven­
do con encare~er e! prmcipio legal de que se hace referencia, con estas 
palabras (págma 256): «que él tiene por objeto atender mayormente al 
mterés de los dema~dantes y d~mandados, evitándose la multiplicación 
de proi:esos y sometiéndolos al Juez que se baila en situación de aten­
der meJ?r que otro alguno sw; reclamaciones y defensas. Además sien­
do es~e.J1;1ez, por otra P!-rt~, el del domicilio, se observa respecto de di­
ch_os J_wc1os la regla pnncipal y más preferente sobre competencia te­
rritorial:• . 

6. 0 Que supuesta la verdad juridica de que el juez ante quien se 
abre la 11uceaion es el competen~ -conocer de las demandas que 
contra la herencia_ se entable~ se deduce rectamente que constando de 
autos 9ue ante el Juez de TeZiutlan se abrió la sucesión de Rafael Orte• 
ga (foJllll 8. cuaderno principal), ante él debe ocurrir el general Belén­
dez á promover su acción: 7.: Que á es~ resolución no se opone lo pactado en las cláusulas 3." 
Y 11. de la escnt~• de préstamo, por laa cuales el deudor Rafael Or­
tega se c?mpro!Det1ó por la una a satisfacer en esta capital la cantidad 
de ~o~ m1l dosciento_s pesos y sus réditos, y por la otra se sometió al co­
nocim1e~to de los tnbunales de la misma; porque si bien es cierto que 
esas obligaciones y renuncias. ~erlan muy ate_ndibles viviendo Ortega; 
p_ero hoy, t~atándos~ de suces,on, se hace preciso modificarlas en el sen­
tido 9-ue exige la misma naturaleza del juicio de sucesión (doctrina an­
tei: citada): 

8. º Que la preferencia del fuero de la sucesión sobre el del contrato 
~ q~e el ~e~dor se sometió, esta también sostenida y apoyada por el · 
vódigo C!v1l_ que, co~o se ha dicho, ea obligatorio para ambos juece3, 
porque si bien el articulo 1,634 establece la competencia del juez del 
contl'ato, ese articulo no debe entenderse de un modo absoluto sino 
con. la expresa limitación que le hace el articulo siguiente (1,635),' á sa­
ber. cua1;1do la ley n~ establezca otra cosa, y precisameu,te tratándo~e 
de sucesiones, esa misma ley en sus artículos 3,993 y 3,99-! ya citados, 
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-del 3 927 al 3 931 establece reo-las distintas y partículare¡; «re~las q.u~, 
com¿ dicen ~us autores en 11: tratado. de éxposición .del Código_ C1~1l, 
ea itulo 4. 0 , son claras, justas y t,rlliina,nt~s; de este ~d~ se ev;ita1 án 1J competencias que, si'en todos los negocios son perJu~1clales, en _los 
-relativos á herencias c1tusan males Ele mucha trasrendenc1a con la dila_­
ción y complican extraordinariamente el éurso «e upa testamentari3: o 
de ¿n intestado.» • • 

Por eiitns consideraciones ,y con los fundamentos expresados, es de 
decretarse y se decreta: 1 

' • • . 1 . 
Primero. Que el jue.z de primera instancia d~ Tez1utmn es e c~m~e­

tente para séo-úir cónociendo de la demanda entáblada_por el genexal 
Beléndez contra la testamentaria de Rafael Ortega, s~bre pago dil ca­
pital y réditos que reconocen l'al! e11crituras en que dicha deman a se 

funda. • , d · · tanda de Segundo. Remítanse las actuaciones al Juez . ~_pr1me,r~ rns ia 
Teziutlim con copia certificada de ésta sentencia,. r~IXl)tiélld~se cop 
jgual al 5. 0 de lo civil d~ esta capital para su conoc¡miento. Hag~se sa­
ber v archívese á su vez el Toca. • . . p .. 

Así, por· unanimidad de vo~os, l!> decretaron los cmdadanoli :·es1-
dente y Ministtos que formaro~ la prim~ra Sala1 de lll. Corte Supi_e1a 
de Justicia de los Estados Umdos Mexicanos,_~ 1irmaron.-Ignacio i 
Vallar,ta.-Ignacio M. Altamirano."--:A. Mar~inez. de Oastro.-lifctnue 

-Alas.--ltliguel BlanM.-Enru¡ue Landa, secretario. ,, 
NOTA-Esta sentencia: se publicó en el FORO ~el dla 13 de Diciembre de 1878, 

1 

r 
AJ\1PARO PEDIDO CONTRA UNA ORDEN DE CONFISCACION 

EXPED'rDA POR I:;A SECRETARIA DE HACIENDA. 

, ' 
¿Se pueden conceder facultades extraordinarias al Presidente de la Repú-

.. Uica autorizándolo aun para legislar en ciertos casos? ¿Qué límite debe tener 
la suspensi/m de garantfas.'i ¿Puede decretarse la pena de con.fiscacibn al me­
xicano t¡ue aliado al enemigo extnmjero liaga la guerra al Gobierno de la 
República? Interpretacibn de los artículos u, 22, ·29 y 50 de la Constitucibn. 

La Sra. Dolores QNesada de Almonte pidió amparo al juez I'° de Disltito 
de esta capital, cent, a la orden del Gobierno que 'mandó confiscar la casa nú­
mero IO ,u /,a I~ calle de San Juan, como perteneciente á D. juan N. Atmon­
te, en virtud de lraber éste S'Í(UJ uw de l<Js jwomuvedores fÜ la invasibn fran­
cesa. La demanda se fundó en los arlfc#kis I6, 2r, 22, 27 y 50 de la Constitu­
cibn que se dijo esta~an infringuios ro11, aquella ohien. El juez CQ1lceáió el 
amparo.-Discutido este negocio en las audiencias de los dias I9, 20 y 25 de 
Febrero de I879, el C. Vallarla combati/J la sentenciaáel infetior, y fundb w 
voto en las skuientes razones: • 

I 
ti ) 

IJ 

La.s muchas y graves cuestiones constitucionales que este amparo 
suscita; la incalculable trascendencia que el fallo g,ue la ~orte va ápro• 
nunciar'tentlrá, no ya en los negQcios resueltos hace mucho tiempo con­
forme á las leyes cuyo vigor y eonstituciol).alidad hoy se niega, sino lo 
que es más inter'}sante aún, en el ejercicio de los derechos de defensa que 
á la República competen, cnando a su sob~rania ó á su independencia · 
se ataca; la decisiva fnfl.uencia que esas cuestiones tendrán, según el 
-sentido en qu~ se resuelvan, en la consolidación ó desconocimiento cie 
la reforma que tanta sangre ha costado al pafs, todo eso da, en mi sen­
th·, una importancia. tan excepcional á este juicio, que exige en cada 

. uno de los Magistrados una atentísima consideracióI] y el más concien­
zudo estudio. Empeñado yo en cumplir los deberes del cargo que ten­
go la honra de ejercer,' he procurado hasta donde mis fuerzas alcanzan, 
estudiar con imparcialidad y resolver con acierto aquellas graves cues­
tiones constitucionales, fundando el voto que vo:y á dar en las principa• 
les razones que me han servido pa1·a formar mi opinión. Disto mucho 
de creer que he conseguido el acierto que he bt1Scado; pero si me he. 
equivocado, que los razonamientos que paso á exponer, den testimonie 
de la sinceridad de mis convicciones. 


